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Cuestionario sobre políticas inclusivas de la discapacidad

Preguntas para las instituciones nacionales de derechos humanos (español): 
1. Sírvanse proporcionar información sobre cómo su país está considerando los derechos de las personas con discapacidad en sus políticas dirigidas a la implementación y el seguimiento de los objetivos de desarrollo sostenible, incluyendo:

· Las estrategias y los planes de acción nacionales existentes: Información obtenida del sitio Web del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad: El Plan de Acción de la Estrategia Española sobre Discapacidad 2014-2020  es el instrumento de desarrollo de la Estrategia Española sobre Discapacidad. Las líneas de acción del Plan se enmarcan en la Convención de la ONU sobre los derechos de las personas con discapacidad, en las directrices de la Estrategia Europea sobre Discapacidad 2010-2020, en la Estrategia Europa 2020 y en las previsiones de la Estrategia Española sobre Discapacidad. De otro lado, la Ley general de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social constituye el referente legal y de principios en los que se inspira el Plan. Los principios de igualdad de oportunidades y de igualdad entre mujeres y hombres forman parte esencial del Plan, favoreciendo la perspectiva de género y discapacidad, de tal forma que las mujeres con discapacidad, objeto frecuente de doble discriminación, se encuentran expresamente contempladas. Por este mismo principio de igualdad de oportunidades, se tienen en cuenta en el Plan a los niños y niñas con discapacidad, grupo con especial riesgo de caer en situaciones de exclusión, violencia y pobreza y en el que la Convención de la ONU fija especial interés. También presta especial atención a las personas con discapacidad que viven en zonas rurales y a las personas mayores con discapacidad, que conforman un colectivo cada vez más numeroso, a quienes beneficiarán las acciones del Plan que repercuten en el fomento de un envejecimiento activo. El Plan está estructurado en cinco ejes o áreas: igualdad para todas las personas, empleo, educación, accesibilidad, dinamización de la economía. Estos ejes se desarrollan luego a través de objetivos operativos y de actuaciones concretas. http://www.msssi.gob.es/ssi/discapacidad/informacion/planAccionEstrategiaEspanolaDiscapacidad.htm
· La asignación del presupuesto para su ejecución: El Plan de Acción de la Estrategia Española sobre Discapacidad 2014-2020 menciona expresamente lo siguiente: “se ha perseguido la optimización de los recursos disponibles; por esta razón, en la primera fase de ejecución del Plan cada administración o entidad cubrirá con sus propios recursos humanos y materiales las actividades o medidas que desarrollan dicha fase.”
· Los mecanismos o marcos existentes para vigilar su implementación: Sobre su seguimiento y control, el referido Plan de Acción recoge lo siguiente: “El Consejo Nacional de Discapacidad (CND), regulado por el Real Decreto 1855/2009, de 4 de diciembre, será el órgano responsable del seguimiento y control del Plan de Acción en sus dos Fases. Para ello deberá realizarse un informe anual sobre la fase en vigor del Plan de Acción que el CND debatirá en su reunión ordinaria plenaria del segundo semestre de cada año. El citado informe será realizado por el Observatorio Estatal de la Discapacidad con las directrices que establezca la Secretaría del Consejo Nacional de la Discapacidad y bajo su supervisión. Durante el último trimestre de 2016 se presentará al Consejo Nacional de la Discapacidad un informe, realizado por el Observatorio citado, sobre la aplicación de la Primera Fase del Plan de Acción que facilite definir apropiadamente las medidas concretas de la Segunda Fase del mismo.”
¿Cómo estas estrategias y/o planes tienen en cuenta la situación de las mujeres y las niñas con discapacidad, así como los niños y las personas mayores con discapacidad?: El Plan de Acción hace suyos los principios establecidos en la Ley General de Discapacidad (Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social). El artículo 3 dispone: f) La igualdad entre mujeres y hombres. (...)  l) El respeto al desarrollo de la personalidad de las personas con discapacidad, y, en especial, de las niñas y los niños con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad. Dentro del Objetivo estratégico para Garantizar la plena igualdad de las personas con discapacidad en el ejercicio de todos sus derechos con el resto de los ciudadanos, el Objetivo operativo 1 está encaminado a “Combatir la discriminación múltiple y erradicar toda forma de discriminación.”
· ¿Cómo se asegura la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en el desarrollo e implementación de tales estrategias y/o planes?: El Consejo Nacional de Discapacidad (CND), encargado del seguimiento y evaluación del Plan de Acción 2014-2020, es un órgano consultivo interministerial a través del que las organizaciones representativas de personas con discapacidad y sus familias participan en la planificación, seguimiento y evaluación de las políticas que se desarrollan en el ámbito de la discapacidad. El Consejo Nacional de la Discapacidad está regulado por el Real Decreto 1855/2009, de 6 de septiembre.
2. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país en relación con la no discriminación, incluyendo:

· Si la "discapacidad" se menciona específicamente como un motivo de discriminación prohibido: La Ley en España que establecía con carácter sistemático la prohibición de discriminación por razón de discapacidad es la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. El contenido de esta ley, así como de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de las personas con discapacidad, y de la Ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, ha sido incorporado al Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre , norma nacional vigente de referencia sobre la materia (en adelante, Ley General de Personas con Discapacidad, LGPD). El artículo 5 de esta Ley General de Personas con  Discapacidad dispone lo siguiente: “Las medidas específicas para garantizar la igualdad de oportunidades, la no discriminación y la accesibilidad universal se aplicarán, además de a los derechos regulados en el Título I, en los ámbitos siguientes:

a) Telecomunicaciones y sociedad de la información.

b) Espacios públicos urbanizados, infraestructuras y edificación.

c) Transportes.

d) Bienes y servicios a disposición del público.

e) Relaciones con las administraciones públicas.

f) Administración de justicia.

g) Patrimonio cultural, de conformidad con lo previsto en la legislación de patrimonio histórico.

h) Empleo.”
· La existencia de cualquier mecanismo presupuestario para asegurar la realización de ajustes razonables por parte de entidades públicas: El modelo presupuestario en España no permite predeterminar en el presupuesto de cada Administración pública la partida destinada a ajustes razonables en accesibilidad.
· Si la denegación de ajustes razonables constituye discriminación: La denegación de ajustes razonables (según lo previsto en los artículo 2 m) y 66.2 de la LGD) es constitutiva de infracción grave, conforme a los artículos 81.3.b) y 95.3.f) LGPD.
· La existencia de las medidas de acción afirmativa para las personas con discapacidad: Artículos 30 a 34 de la Ley General de Personas con Discapacidad.
· La existencia de recursos legales, administrativos o de otro tipo efectivos, disponibles para las personas que hayan sido objeto de discriminación por motivos de discapacidad, incluida la denegación de ajustes razonables: Artículos 74 a 77 de la LGPD (tutela judicial, arbitraje).
· El establecimiento de agencias gubernamentales u otras instituciones similares para garantizar a las personas con discapacidad protección  igual y efectiva contra la discriminación: Según el artículo 56 de la LGPD: “La Oficina de Atención a la Discapacidad es el órgano del Consejo Nacional de la Discapacidad, de carácter permanente y especializado, encargado de promover la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Con la Oficina de Atención a la Discapacidad colaborarán las organizaciones, entidades y asociaciones de utilidad pública más representativas de las personas con discapacidad y sus familias.” Para la tramitación y resolución de los procedimientos sancionadores en materia de discapacidad a nivel nacional, el artículo 105 LGPD regula los órganos competentes en el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. 
3. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país sobre la accesibilidad para las personas con discapacidad en relación con el entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, y otros servicios e instalaciones; incluyendo:

· La existencia de normas, directrices nacionales y regulaciones relativas a la accesibilidad y el diseño universal, incluido el acceso a tecnologías de la información y la comunicación: Artículos 24 a 29 de la LGPD.
· La existencia de planes de acción con plazos específicos para hacer las instalaciones y servicios públicos y privados accesibles para las personas con discapacidad: Disposición adicional tercera de la LGPD, sobre exigibilidad de las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación: 

· “1. Los supuestos y plazos máximos de exigibilidad de las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación, en todo caso, son los siguientes:
a) Para el acceso y utilización de las tecnologías, productos y servicios relacionados con la sociedad de la información y de cualquier medio de comunicación social: 

· Productos y servicios nuevos, incluidas las campañas institucionales que se difundan en soporte audiovisual: 4 de diciembre de 2009. 

· Productos y servicios existentes el 4 de diciembre de 2009, que sean susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 2013.

b) Para el acceso y utilización de los espacios públicos urbanizados y edificaciones: 

· Espacios y edificaciones nuevos: 4 de diciembre de 2010. 

· Espacios y edificaciones existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 2017.

c) Para el acceso y utilización de los medios de transporte: 

· Infraestructuras y material de transporte nuevos: 4 de diciembre de 2010. 

· Infraestructuras y material de transporte existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean susceptibles de ajustes razonables: 4 de diciembre de 2017.

d) Los que deberán reunir las oficinas públicas, dispositivos y servicios de atención al ciudadano y aquellos de participación en los asuntos públicos, incluidos los relativos a la Administración de Justicia y a la participación en la vida política y los procesos electorales: 

· Entornos, productos y servicios nuevos: 4 de diciembre de 2008. 

· Corrección de toda disposición, criterio o práctica administrativa discriminatoria: 4 de diciembre de 2008.
· Entornos, productos y servicios existentes el 4 de diciembre de 2008, y toda disposición, criterio o práctica: 4 de diciembre de 2017.

2. Los supuestos y plazos máximos de exigibilidad de las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público por las personas con discapacidad, en todo caso, son los siguientes: 

· Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad pública: Desde la entrada en vigor del real decreto que regule las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público.
· Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad privada que concierten o suministren las administraciones públicas: Desde la entrada en vigor del real decreto que regule las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público.
· Bienes y servicios nuevos que sean de titularidad privada y que no concierten o suministren las administraciones públicas: 4 de diciembre de 2015.
· Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2010, que sean susceptibles de ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de titularidad pública: 4 de diciembre de 2015.
· Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2012, que sean susceptibles de ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de titularidad privada que concierten o suministren las administraciones públicas: 4 de diciembre de 2015.
· Bienes y servicios existentes el 4 de diciembre de 2015, que sean susceptibles de ajustes razonables, cuando sean bienes y servicios de titularidad privada que no concierten o suministren las administraciones públicas: 4 de diciembre de 2017.”
· La existencia de requisitos de accesibilidad en la contratación pública: De acuerdo con la Ley de Contratos del Sector Público (Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre), en su disposición adicional decimoctava, “En el ámbito de la contratación pública, la determinación de los medios de comunicación admisibles, el diseño de los elementos instrumentales y la implantación de los trámites procedimentales, deberán realizarse teniendo en cuenta criterios de accesibilidad universal y de diseño para todos, tal y como son definidos estos términos en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de Oportunidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad.”. Además, la disposición adicional cuarta de la misma Ley establece que los órganos de contratación de la Administración ponderarán que los licitadores cumplen lo dispuesto en la Ley General de Discapacidad, en cuanto a la obligación de contar con un dos por ciento de trabajadores con discapacidad o adoptar las medidas alternativas correspondientes.
· La existencia de cualquier mecanismo de asegurar el cumplimiento de las normas de accesibilidad: Régimen de infracciones y sanciones de la Ley General de Discapacidad, ya citado, además de la responsabilidad de la propia Administración por incumplimiento de los deberes establecidos en dicha Ley, y de la tutela ejercida por los tribunales de justicia, ante los que están especialmente legitimados los colectivos de defensa de los derechos de las personas con discapacidad.
· La formación de funcionarios del Estado y otros actores en materia de accesibilidad: De acuerdo con el artículo 61 LGPD, “1. Las administraciones públicas promoverán la formación de los profesionales y el personal que trabajan con personas con discapacidad para atender adecuadamente los diversos servicios que las personas con discapacidad requieren, tanto en el nivel de detección, diagnóstico y valoración como educativo y de servicios sociales. 2. Las administraciones públicas establecerán programas permanentes de especialización y actualización, de carácter general y de aplicación especial para las diferentes discapacidades, así como sobre modos específicos de atención para conseguir el máximo desarrollo personal, según el ámbito de las diversas profesiones, de acuerdo con las distintas competencias profesionales.” También puede consultarse más información en http://www.inap.es/responsabilidad-social-corporativa
4. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país en relación con los servicios de apoyo para las personas con discapacidad, incluyendo:

· La diversidad y cobertura de los servicios disponibles (por ejemplo, servicios para la toma de decisiones con apoyo, la comunicación, la movilidad, el apoyo personal, los arreglos de vivienda, el acceso a servicios generales tales como la educación, el empleo, la justicia y la salud, y otros servicios a la comunidad): La amplitud del planteamiento no permite ofrece una respuesta completa a este cuestionario. Las normas básicas estatales son la ya referida Ley General de Dependencia y la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de Dependencia (Ley 39/2006, de 14 de diciembre). La concreción de servicios y prestaciones en los distintos ámbitos de afectación a las personas con discapacidad, leyes y normas de desarrollo, programas y estrategias, se lleva a cabo por el Estado, las 17 Comunidades Autónomas y los más de 8.000 ayuntamientos de España.
· La disponibilidad de intérpretes de lengua de señas certificados: La lengua de signos está regulada en la Ley 27/2007, de 23 de octubre, por la que se reconocen las lenguas de signos españolas y se regulan los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas. Se han presentado quejas por entidades representativas del sector que ponen en evidencia la escasez de intérpretes en determinados sectores clave. 
· Los tipos de esquemas de prestación de servicios (por ejemplo, la provisión directa, las asociaciones público-privadas, las asociaciones con organizaciones comunitarias o no gubernamentales, la contratación externa, la privatización): En España se ofrecen servicios por todo tipo de agentes (públicos, mixtos, entidades sin ánimo de lucro, y empresas privadas). Sobre la iniciativa privada, el artículo 72 LGPD dispone lo siguiente: “1. La administración del Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales ampararán la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas actividades mediante asesoramiento técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial atención recibirán las entidades sin ánimo de lucro, promovidas por las propias personas con discapacidad, sus familiares o sus representantes legales. 2. Será requisito indispensable para percibir dicha colaboración y ayuda que las actuaciones privadas se adecuen a las líneas y exigencias de la planificación sectorial que se establezca por parte de las administraciones públicas. 3. En los centros financiados, en todo o en parte, con cargo a fondos públicos, se llevará a cabo el control del origen y aplicación de los recursos financieros, con la participación de los interesados o subsidiariamente sus representantes legales, de la dirección y del personal al servicio de los centros sin perjuicio de las facultades que correspondan a los poderes públicos.”
· Los mecanismos financieros para garantizar la asequibilidad de los servicios de apoyo para todas las personas con discapacidad: Las distintas políticas a cargo de las Administraciones públicas tienen como principio la participación de los usuarios en función de su capacidad económica (artículo 31 de la Constitución), alcanzándose la plena gratuidad de los servicios en muchos casos.
· ¿Cómo los servicios permiten la elección directa y el control de los usuarios con discapacidad? La gran variedad de oferta de servicios públicos y privados para las personas con discapacidad no permite dar una respuesta única a la cuestión. Cabe recordar lo regulado en el anteriormente citado artículo 72 de la LGPD.
5. Sírvanse proporcionar cualquier otra información relevante (incluyendo información proveniente de encuestas, censos y datos administrativos –estadísticas, informes y estudios), en relación con la implementación de políticas y planes de acción inclusivos de las personas con discapacidad existentes en su país.
· Nuestra Institución realiza anualmente un examen de las quejas y actuaciones de oficio de interés para las personas con discapacidad. Dado el enfoque que mantenemos, por nuestra condición de supervisores de las Administración, la presentación de este trabajo se realiza por ámbito de actuación administrativa. Los informes pueden consultarse en nuestra página Web: www.defensordelpueblo.es/informes/resultados-busqueda-informes/?tipo_documento=informe_anual. No obstante, conscientes de la necesidad de mejorar la visualización del trabajo realizado se ha adoptado la iniciativa de publicar una separata con todos los contenidos del informe anual referidos a la cuestión que nos ocupa (también se va a realizar con otros grupos sociales relevantes), que estará disponible en próximas fechas en el apartado dedicado a «personas con discapacidad» de nuestra página Web, en el siguiente enlace: https://www.defensordelpueblo.es/grupo-social/personas-con-discapacidad/
· El Comité Español de Representantes de las Personas con Discapacidad (CERMI) publica una colección en la que anualmente pasa revista al estado de situación del cumplimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que puede consultarse en: http://www.convenciondiscapacidad.es/Coleccion_new.html.
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